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Las disposiciones
políticas y legales que
han desarrollado la
política de formación
en la Unión Europea
Parte I – Desde el Tratado
de Roma hasta el Tratado
de Maastricht
Preámbulo

Las disposiciones políticas de formación
profesional (FP) analizadas consisten en
los denominados acquis communautaires
europeos, esto es, el corpus o acervo de
normativas comunitarias que hace recaer
responsabilidades sobre los Estados
miembros o los individuos con respecto
a la FP. En este artículo interpretaremos
estos acquis en sentido amplio, incluyen-
do en ellos:

(a) los instrumentos legales de la Comu-
nidad Europea: reglamentos, directivas,
decisiones y recomendaciones;

(b) las sentencias del Tribunal de Justicia
europeo;

(c) las declaraciones políticas no vincu-
lantes - conclusiones y resoluciones del
Consejo de Ministros - , las comunicacio-
nes y los libros blancos y verdes de la
Comisión Europea, así como las denomi-
nadas posic iones conjuntas de los
interlocutores sociales.

Este artículo examina la evolución de las
disposiciones políticas desde la perspec-
tiva de los artículos que en los sucesivos
tratados están relacionados directamente
con el sistema de FP. No abarca ni los
artículos de los tratados ni las evolucio-
nes de la política que afectan al Fondo
Social Europeo.

Durante el periodo comprendido entre
1957 y 1992, los cambios económicos y
sociales elevaron de forma permanente
el perfil y la importancia de la formación
profesional. Las disposiciones políticas en
la UE se adaptaron en muchas ocasiones
para tomar en cuenta las circunstancias
cambiantes y apoyaron el desarrollo de
la FP como un instrumento clave para el
empleo y la política activa de mercado
laboral.

El artículo muestra cómo el conjunto de
disposiciones políticas que generan estos
acquis europeos ha permitido desarrollar
la FP principalmente de dos maneras: en
primer lugar, ha fomentado un debate en-
tre los Estados miembros, lo que ha posi-
bilitado analizar más internacionalmente
temas nacionales y detectar áreas de in-
terés común; a este respecto, la dimen-
sión europea ha actuado como punto cla-
ve de referencia para desarrollar políti-
cas nacionales de FP. En segundo lugar,
diversas iniciativas y programas lanzados
a lo largo de los años han logrado hacer
realidad una serie de medidas prácticas,
incluyendo proyectos piloto e intercam-
bios de información o de personas. To-
das estas actividades han ido facilitando
la cooperación entre protagonistas muy
diversos de toda Europa, con la intención
común de mejorar la FP.

El mecanismo para instaurar una polí-
tica común de FP según el Tratado de
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Este es el primero de dos
artículos que tratarán sobre
el desarrollo y aplicación de
las disposiciones políticas
de formación profesional
en la Unión Europea, desde
la creación de la Comuni-
dad Económica Europea en
virtud del Tratado de Roma
de 1957 hasta el Tratado de
la Unión Europea firmado
en Amsterdam y que entró
en vigor en mayo de 1999.

Este artículo se centrará en
el periodo que comprende
la política común de forma-
ción profesional, estableci-
da por el Tratado de Roma,
hasta su sustitución por el
Tratado de la Unión Euro-
pea acordado en Maastricht
en 1992, que introdujo una
política comunitaria de for-
mación profesional. El pe-
riodo desde 1992 hasta el
momento actual será trata-
do en un segundo artículo,
que se publicará en el
próximo número de la Re-
vista Europea.



FORMACIÓN PROFESIONAL NO 20 REVISTA EUROPEA

CEDEFOP

6

Roma quedó estipulado por una deci-
sión legalmente vinculante adoptada en
19631. A continuación, dicho mecanis-
mo fue adaptándose en diferentes años
mediante declaraciones políticas legal-
mente no vinculantes, que indicaban la
dirección política y establecían la rea-
lización de determinadas medidas prác-
ticas. A pesar de carecer de vigor legal,
estas declaraciones políticas y las me-
didas implantadas resultaban efectivas,
al recibir un firme apoyo político por
parte de los Estados miembros a escala
gubernativa.

No obstante, a comienzos del decenio de
1980 se acordó que las iniciativas euro-
peas relativas a la FP, igual que las de
otros ámbitos, sólo podían basarse en ins-
trumentos legalmente vinculantes. Esta
decisión, junto con la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia, provocó la preocu-
pación entre los Estados miembros en
torno al grado de injerencia comunitaria
en la política nacional de FP. Esta pre-
ocupación condujo a modificar en 1992
la política común de FP preconizada por
el Tratado de Roma, para adoptar una
política comunitaria de FP que apoya y
complementa la intervención nacional,
explicitando de esta manera algo que ya
antes se sabía implícito: que el contenido
y la estructura de la FP continuará siendo
responsabilidad de cada Estado miembro
individual.

Este artículo analizará en detalle dichas
evoluciones. Resaltará asimismo cómo los
interlocutores sociales han ido ejercien-
do una influencia cada vez mayor sobre
el desarrollo de esta política y examinará
la contribución de la FP a la libre circula-
ción de trabajadores.

El Tratado de Roma:
una política común de FP

Parte integrante de las disposiciones so-
ciales previstas por el Tratado de Roma
es su artículo 128, en el que se estipula
que el Consejo de Ministros establecerá:

...principios generales para aplicar una
política común de formación profesional
capaz de contribuir al desarrollo armóni-
co de las economías nacionales y del
mercado común.

Estos principios generales fueron adop-
tados por Decisión del Consejo, de 2 de
abril de 19631 , en la que se establecen
los principios generales de aplicación de
una política común de la formación pro-
fesional (véase el recuadro). Esta decisión
de 1963 fija los tipos de cooperación pre-
vistos y, a pesar de los cambios posterio-
res introducidos en el Tratado, continúa
en vigor.

Desde una perspectiva política, la políti-
ca común de FP implicaba una coopera-
ción fuerte y diversificada entre los Esta-
dos miembros. Se definía como una in-
tervención coherente y progresiva tanto
a escala europea como de cada Estado
miembro, dirigida a realizar los diez prin-
cipios estipulados por la decisión de 1963.

Esta decisión dio lugar a diversos tipos
de cooperación en aplicación de los prin-
cipios, entre ellos estudios e investigacio-
nes, intercambios de informaciones y ex-
periencias. Se preveía asimismo un cierto
grado de armonización. El principio oc-
tavo establecía que una política común
de FP debía diseñarse para ir progresiva-
mente armonizando los niveles forma-
tivos, con vistas al reconocimiento mu-
tuo de las cualificaciones. Con todo, la
cooperación no debía cifrarse en que to-
dos los Estados miembros actuaran simul-
táneamente sobre los mismos temas: la
decisión estimula a la Comisión Europea
a celebrar acuerdos multi- o bilaterales
cuando se presente la ocasión.

La responsabilidad para la aplicación de
los principios estipulados por esta Deci-
sión recae tanto sobre los Estados miem-
bros como sobre la Comisión Europea.
Pero la Decisión no establece una demar-
cación de responsabilidades clara entre
ellos para la aplicación de estos princi-
pios. Aun cuando define los ámbitos que
abarca la política común de FP, en con-
creto la formación para todos los jóvenes
y adultos que puedan estar o se encuen-
tren ya empleados en puestos de catego-
ría inferior al cuadro directivo, no llega a
definir la FP.

No obstante, la política común de FP no
tuvo la misma suerte de las políticas co-
munes de otros sectores o ámbitos, por
ejemplo en agricultura, transporte o com-
petencia. En estos ámbitos, los poderes
decisorios europeos - denominados tam-

La “(...) política común de
FP según el Tratado de
Roma quedó estipulada
por una decisión legalmen-
te vinculante (...).”

“Desde una perspectiva po-
lítica, la política común
de FP implicaba una coope-
ración fuerte y diversifica-
da entre los Estados miem-
bros. Se definía como una
intervención coherente y
progresiva tanto a escala
europea como de cada Es-
tado miembro, dirigida a
realizar (...) la decisión de
1963.”

“(...)la política común de FP
no tuvo la misma suerte de
las políticas comunes de
otros sectores o ámbitos,
por ejemplo en agricultura,
transporte o competencia.
(...) En el [área] de la for-
mación profesional, los es-
fuerzos debían centrarse
no en la estructura organi-
zativa de la FP sino en ge-
nerar una convergencia de
normativas, en términos de
cualificaciones, certifica-
dos y exámenes.”
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bién “competencias comunitarias” - eran
muy amplios y, de conformidad con la
situación, los Estados miembros tenían la
obligación de modificar sus sistemas na-
cionales o de instaurar mecanismos de
adaptación. En el de la formación profe-
sional, los esfuerzos debían centrarse no
en la estructura organizativa de la FP sino
en generar una convergencia de normati-
vas, en términos de cualificaciones, certi-
ficados y exámenes.

La realización de la
política común de FP

Partiendo de la decisión de 1963 como
fundamento político, la realización prác-
tica comenzó con la institucionalización
del papel de los interlocutores sociales
junto a los Estados miembros en el desa-
rrollo de la política, para lo cual se crea-
ron en diciembre de 1963 los comités con-
sultivos sobre la formación profesional2

(CCFP), cuya labor era dictar opiniones
sobre cuestiones de importancia general
o principios relativos a la FP. A ello si-
guió una recomendación de la Comisión
Europea que ponía en marcha un proce-
dimiento de informes para el intercam-
bio de informaciones y experiencias so-
bre la orientación profesional3. Se lleva-
ron a cabo asimismo trabajos para armo-
nizar los niveles formativos y promover
con ello la libre circulación de trabajado-
res, y en 1970 el Consejo adoptó una re-
comendación sobre el perfil profesional
europeo para la formación de trabajado-
res cualificados de máquinas - herramien-
tas4. No obstante, la Comisión Europea
concluyó en 19715 que la labor realizada
conforme a la Decisión de 1963 no había
rendido los resultados apetecidos. Citaba
como motivos la falta de experiencia en
cuanto a métodos para transformar prin-
cipios abstractos en proyectos de trabajo,
la insuficiente diferenciación entre pro-
yectos a breve y largo plazo y la carencia
de los recursos adecuados.

La época de las resoluciones

Desde la mitad de la década de los 70
hasta mediada la de los 80, la realización
práctica de la política común de FP se
caracterizó por una serie de resoluciones

no vinculantes adoptadas por el Consejo
de Ministros (la línea de trabajo fue dis-
tinta en los ámbitos relativos a la libre
circulación de trabajadores, como se verá
más adelante). Estas resoluciones crearon
el dispositivo político y fijaron las áreas
políticas clave en las que debía tener lu-
gar una cooperación. Se utilizaron ade-
más como puntos de referencia para de-
sarrollar políticas nacionales, al recoger
los principales debates económicos y so-
ciales que atañían a la FP. Las resolucio-
nes propusieron asimismo diversas me-
didas para aplicar la normativa política
general e indicaron, según la situación,
las iniciativas adoptables a escala euro-
pea y realizables por los Estados miem-
bros. Al adaptar los principios de 1963 a
las necesidades modernas, estas resolu-
ciones contribuyeron a convertir la FP en
un instrumento de política de empleo más
elaborado, y en una herramienta para fo-
mentar determinados objetivos sociales.

Como consecuencia de las directrices de
1971 que reclamaban nuevos esfuerzos en
el campo de la FP, una primera resolu-
ción fue adoptada en 19746. En ésta se
resaltaba la importancia de la política co-
mún de FP y de la consecución progresi-
va de sus objetivos. Preveía la creación
de un Centro Europeo para el Desarrollo
de la Formación Profesional (conocido
comúnmente por sus siglas francesas de
“CEDEFOP”). Creado en 19757, este cen-
tro tenía por objetivo proporcionar análi-
sis e informaciones técnicas sobre la FP,
recopilar y difundir documentación y es-
timular la investigación y los trabajos so-
bre la aproximación de reglamentaciones
de la formación, con el objetivo final de
promover la libre circulación de trabaja-
dores.

Los cambios económicos y sociales sur-
gidos en el decenio de 1970 fomentaron
el uso de la FP para lograr objetivos so-
ciales, con medidas ideadas para grupos
destinatarios específicos.

El primer grupo destinatario de ayudas
especiales fueron, en 19748, los discapa-
citados. Los siguientes fueron los jóvenes.
El Consejo dictó una serie de medidas a
partir de dos resoluciones: una en 19769

destinada a mejorar la transición de la es-
cuela a la vida activa, y otra en 197910

para vincular el trabajo y la formación
para jóvenes.

“Desde la mitad de la déca-
da de los 70 hasta mediada
la de los 80, la realización
práctica de la política co-
mún de FP se caracterizó
por una serie de resolucio-
nes no vinculantes adopta-
das por el Consejo de Minis-
tros (...) Estas resoluciones
crearon el dispositivo polí-
tico y fijaron las áreas po-
líticas clave en las que de-
bía tener lugar una coope-
ración. Se utilizaron ade-
más como puntos de refe-
rencia para desarrollar
políticas nacionales, al re-
coger los principales deba-
tes económicos y sociales
que atañían a la FP. Las re-
soluciones propusieron
asimismo diversas medi-
das para aplicar la norma-
tiva política general e indi-
caron, según la situación,
las iniciativas adoptables a
escala europea y realiza-
bles por los Estados miem-
bros.”
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La formación profesional fue desarrollán-
dose también como instrumento que per-
mitía favorecer la igualdad de oportuni-
dades. La directiva de trato igualitario
adoptada en 197611 exigía a los Estados
miembros que garantizasen el acceso a la
orientación y la formación profesional sin
discriminación alguna en razón del sexo.
Al reconocer que la igualdad de oportu-
nidades en el acceso a la formación re-
sulta esencial si se aspira a una igualdad
de oportunidades en el empleo, la direc-
tiva definía para la FP la función de crear
una sociedad más igualitaria.

El problema del paro en aumento se man-
tenía, y a principios del decenio de 1980
afectaba ya a todos los grupos de edades.
En particular el paro de larga duración
experimentaba un crecimiento espectacu-
lar (desde mediados de la década del 80
más de la mitad de los desempleados su-
frían el desempleo durante más de un año).
Estas dificultades generaron esperanzas en
el papel de la FP como instrumento para
la política de empleo y del mercado de
trabajo. La FP se consideraba como un ele-
mento central para mejorar la correspon-
dencia entre la demanda y la oferta de
mano de obra, para ayudar a las personas
en paro de larga duración, y, como nove-
dad, para promover el desarrollo de la
pequeña y mediana empresa (PYME). En
los primeros años de la década del 80 fue
incrementándose además la conciencia del
impacto de las nuevas tecnologías como
motor principal del cambio. En una reso-
lución adoptada en 198312, el Consejo con-
fería un papel protagonista a la FP para
dotar a los trabajadores de la capacidad
de adaptación al cambio que requieren las
nuevas tecnologías, una adaptación esen-
cial no sólo para mantener bajo el índice
de paro sino también para explotar el po-
tencial económico de las nuevas tecnolo-
gías y fomentar una amplia difusión de las
mismas.

En julio de 1983 el Consejo actualizó la
estructura general de la política común
de FP mediante una resolución sobre po-
líticas de formación en el decenio de
198013. El objetivo de la resolución era
reforzar la aplicación práctica de la polí-
tica común de FP, resaltando el papel es-
tratégico que desempeña la FP, que de-
bía desarrollarse como:

(a) un instrumento de política activa de
empleo para promover el desarrollo eco-

nómico y social y adaptarse a la nueva
estructura del mercado de trabajo;

(b) un medio para garantizar la correcta
preparación de los jóvenes a la vida la-
boral activa y a su responsabilidad como
adultos;

(c) un elemento para promover la igual-
dad de oportunidades entre todos los tra-
bajadores en su acceso al mercado de tra-
bajo.

Esta resolución reflejaba hasta qué punto
las mutaciones económicas y sociales pro-
ducidas en los veinte años transcurridos
tras la decisión que fijaba los principios
de aplicación de una política común de
FP habían modificado profundamente el
perfil y la importancia de la FP. Ésta se
consideraba ahora como un elemento es-
tratégico para lograr objetivos económi-
cos y sociales.

Como respuesta a los desafíos que esta
evolución iba planteando a lo largo de
los años, los Estados miembros decidie-
ron reunir sus experiencias individuales.
Aprovechándose de los debates con ma-
yor cariz europeo adoptaron una serie de
resoluciones que aplicaban y desarrolla-
ban la política común de FP a través de
disposiciones que, si bien jurídicamente
no eran vinculantes, recibían un fuerte
respaldo político.

De esta manera, la dimensión europea
quedó establecida como punto de refe-
rencia para el desarrollo de las políticas
nacionales de FP. Dicha función quedó
reforzada por el Consejo Europeo, que
en una resolución de julio de 1983 com-
prometió a los Estados miembros a ga-
rantizar para todos los jóvenes que lo de-
searan, y particularmente para aquellos
sin cualificaciones formales, la oferta de
un programa de formación básica a jor-
nada completa, una experiencia laboral
o una combinación de ambos durante un
periodo de seis meses o, cuando fuera
posible, de un año.

Si bien la dimensión europea continúa
utilizándose como punto de referencia,
los Estados miembros se han reservado
un margen libre de maniobra para deci-
dir la instrumentación práctica de la polí-
tica común de FP y para el control de la
estructura, contenidos y organización de

“Como respuesta a los de-
safíos que la evolución iba
planteando a lo largo de los
años, los Estados miembros
decidieron reunir sus expe-
riencias individuales. Apro-
vechándose de los debates
con mayor cariz europeo
adoptaron una serie de re-
soluciones que aplicaban y
desarrollaban la política
común de FP a través de
disposiciones que, si bien
jurídicamente no eran
vinculantes, recibían un
fuerte respaldo político. De
esta manera, la dimensión
europea quedó establecida
como punto de referencia
para el desarrollo de las
políticas nacionales de FP.”

“Si bien la dimensión euro-
pea continúa utilizándose
como punto de referencia,
los Estados miembros se
han reservado un margen
libre de maniobra para de-
cidir la instrumentación
práctica de la política co-
mún de FP y para el control
de la estructura, conteni-
dos y organización de la FP
en sus propios países.”
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la FP en sus propios países. Las diversas
resoluciones distinguían en cada caso
entre la intervención a escala europea y
a escala del Estado miembro. Además, la
resolución de 1983 resaltaba la necesidad
de flexibilidad en la aplicación de políti-
cas europeas y la necesidad de respetar
la diversidad de los sistemas nacionales.
Aun cuando existía una cooperación en
ámbitos de interés común, no se consi-
deraba ésta como algo conducente hacia
la aproximación de los sistemas de FP,
sino más bien como una colaboración de
Estados miembros que afrontan proble-
mas similares de formas distintas.

Las resoluciones lograron por primera vez
crear nuevas formas de cooperación, que
se han ido ampliando y consolidando con
el paso del tiempo. Incorporaron proce-
dimientos de informes para analizar la
experiencia de los Estados miembros en
ámbitos particulares, incluyendo las visi-
tas de estudio para especialistas y los se-
minarios para maestros y formadores de
maestros, la experimentación mediante
proyectos piloto, las investigaciones con-
juntas, las redes, la cooperación en esta-
dística, los intercambios de informacio-
nes y experiencias y la recopilación de
conocimientos técnicos por el Cedefop.
Así pues, la cooperación no sólo se desa-
rrolló en el ámbito de la política decisoria
o entre representantes gubernamentales,
sino también entre investigadores y pro-
fesionales de la práctica, involucrando
directamente a quienes mantenían una
relación más estrecha con los problemas
detectados.

No obstante, el desarrollo y la aplicación
práctica de la política común de FP a tra-
vés de resoluciones legalmente no
vinculantes, respaldadas por compromi-
sos a escala gubernativa, fueron modifi-
cados a mediados del decenio de 1980,
tras un acuerdo adoptado por las institu-
ciones de la CE que preveían decidir la
financiación europea a través de un ins-
trumento legal basado en el Tratado. Este
cambio iba a tener importantes repercu-
siones.

La era del programa de acción

Durante el periodo de 1986 a 1991 se crea-
ron una serie de programas europeos de
acción en FP mediante decisiones legal-
mente vinculantes basadas (no siempre

exclusivamente) en el Artículo 128 del Tra-
tado de Roma. Cada uno de los progra-
mas se centraba en un aspecto específico
de la política común de FP: desarrollar el
papel de la FP como elemento de adap-
tación al cambio (Comett I y II en 198614

y 198915, y Eurotecnet, en 199016), apoyar
a los jóvenes (Petra I y II, en 198717 y
199118), mejorar la formación continua
(Force, en 199019), promover la coopera-
ción en enseñanza superior (Erasmus, en
198720) y el aprendizaje de idiomas (Lin-
gua, en 199021) y apoyar a los discapa-
citados (Helios I y II, en 198822 y 199323).

Los programas de acción se basaron en
métodos de cooperación perfectamente
establecidos: proyectos piloto, redes, pro-
gramas de intercambio e investigaciones.
La cooperación prosiguió tanto a escala
política como profesional.

No obstante, el requisito de disponer de
instrumentos legales para financiar las in-
tervenciones comunitarias generó algunas
diferencias, no en cuanto a los tipos de
cooperación, sino en lo relativo a la defi-
nición de la formación profesional y, por
consiguiente, en cuanto al alcance de las
competencias de la UE sobre el desarro-
llo de políticas nacionales

Las evoluciones que
condujeron a un cambio
en el Tratado

Para los programas de acción, el único
instrumento legalmente vinculante, basa-
do en el Artículo 128 del Tratado de Roma,
era la decisión de 1963 que creaba los
principios de aplicación práctica de la
política común de FP y establecía el Co-
mité Consultivo de la Formación Profe-
sional y sus normas. Para adoptar un ins-
trumento de conformidad con el Artículo
128 bastaba con una mayoría simple den-
tro del Consejo. No era obligatoria la con-
sulta al Parlamento Europeo.

La decisión de creación del programa
Comett, por la que se establecía este pri-
mer programa de acción, se adoptó en
1986 de conformidad con los Artículos 128
y 235, el artículo “polivalente” que per-
mite emprender actuaciones allí donde no
existen artículos específicos dentro del
Tratado. La adición de este Artículo 235

“(...) el desarrollo y la apli-
cación práctica de la polí-
tica común de FP a través
de resoluciones legalmente
no vinculantes, respalda-
das por compromisos a es-
cala gubernativa, fueron
modificados a mediados
del decenio de 1980, tras un
acuerdo adoptado por las
instituciones de la CE que
preveían decidir la finan-
ciación europea a través de
un instrumento legal basa-
do en el Tratado.”

“(...) el requisito de dispo-
ner de instrumentos legales
para financiar las interven-
ciones comunitarias generó
algunas diferencias, no en
cuanto a los tipos de coope-
ración, sino en lo relativo a
la definición de la forma-
ción profesional y, por con-
siguiente, en cuanto al al-
cance de las competencias
de la UE sobre el desarro-
llo de políticas nacionales.”
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requirió ya un voto por unanimidad den-
tro del Consejo, tras consultar con el Par-
lamento Europeo, a fin de adoptar la pro-
puesta. Este proceso de doble base legal
se utilizó también a continuación para
adoptar el programa Erasmus en 1987.
Con todo, la propuesta de la Comisión
Europea de modif icar el  programa
Erasmus en 198924 encontró obstáculos,
no debido al contenido de sus medidas
sino al hecho de basarse exclusivamente
en el Artículo 128, sin la referencia adi-
cional al Artículo 235, utilizado original-
mente para adoptar el programa. El Con-
sejo añadió el Artículo 235, pero la Comi-
sión Europea rechazó su inclusión y ele-
vó demanda ante el Tribunal de Justicia
(TJ)25.

Este proceso en torno al Erasmus reveló
graves diferencias entre los Estados miem-
bros y la Comisión Europea en cuanto a
la magnitud de las competencias comu-
nitarias en el ámbito de la formación pro-
fesional. Los Estados miembros manifes-
taron su preocupación sobre la posibili-
dad de utilizar el Artículo 128 para im-
plantar, por mayoría simple del Consejo,
obligaciones legales de aplicar la política
común de FP. Indicaron además su inquie-
tud sobre el alcance de esta política en el
ámbito educativo, pues el programa
Erasmus se ocupaba de los intercambios
universitarios.

El TEJ decidió que no resultaba necesa-
rio añadir el Artículo 235. Tomando como
referencia sentencias anteriores, el TEJ
concluyó que el Artículo 128 abría la po-
sibilidad de medidas legales que podrían
imponer las correspondientes obligacio-
nes de cooperación a los Estados miem-
bros, incluyendo aquéllas que puedan
requerir cambios en la organización de
sus sistemas educativos o de FP. El TEJ
interpretó asimismo que en su mayoría,
la enseñanza superior debe acogerse a la
política común de FP, ya que una ense-
ñanza que prepara para una profesión,
oficio u empleo particular es formación
profesional, y en general la enseñanza
universitaria cumple estas condiciones.

La sentencia interpretaba el Artículo 128
y la decisión de 1963 de una manera que,
para los Estados miembros, ampliaba el
margen de intervención a escala europea
en los ámbitos educativo general y de la
FP. Ello afectaba a las competencias polí-

ticas nacionales de los Estados miembros,
considerando que el Consejo en 1974 ha-
bía reglamentado que la cooperación edu-
cativa debía respetar las tradiciones de
cada país y la diversidad de sus respecti-
vas políticas y sistemas. Las resoluciones
relativas a la FP a lo largo de los años
también habían establecido una diferen-
cia entre la intervención a escala de los
Estados miembros y a escala europea.
Además, los programas de acción conte-
nían referencias sobre la necesidad de que
las intervenciones europeas respetasen la
diversidad de tradiciones y de prácticas y
la autoridad dimanante de las leyes na-
cionales. No obstante, aun cuando no
pudieran ignorarse dichas restricciones
como elemento importante de la política
de años anteriores, éstas parecían ahora
perder importancia y ejercer probable-
mente una menor influencia para el dise-
ño de las futuras actuaciones a escala
europea.

Además de considerar la nueva situación
como un debilitamiento de su posición,
la conciencia de los Estados miembros
comenzó a despertar ante la perspectiva
de un instrumento legalmente vinculante
a escala europea sobre acceso a la for-
mación profesional. Esta inquietud se vio
azuzada por la propuesta de la Carta So-
cial de los Derechos Fundamentales de
los Trabajadores, adoptada durante la pre-
sidencia francesa en 1989 y que consti-
tuía un documento no vinculante en el
que se enumeraban una serie de “dere-
chos” para los trabajadores26. Entre ellos
se incluía el derecho a acceder a la FP
durante toda la vida activa, proponiendo
la creación de sistemas de formación con-
tinua basados en permisos formativos. La
sola posibilidad de que surgiera la pro-
puesta de un instrumento legalmente
vinculante sobre el acceso a la FP, por el
que pudiera crearse la obligación regla-
mentaria del permiso de formación - y
para cuya adopción se requiriese única-
mente una mayoría simple en el Consejo,
si la propuesta se acogía al Artículo 128 -
provocó una considerable preocupación
y un fuerte debate político.

En este debate no se cuestionaba la ne-
cesidad de una actuación europea en tor-
no a la FP, sino más bien el tipo de actua-
ción que debía impulsarse. Los Estados
miembros consideraban que la función de
Europa dentro de la FP debía tener un

“La sentencia [del TEJ] inter-
pretaba el Artículo 128 y la
decisión de 1963 de una
manera que, para los Esta-
dos miembros, ampliaba el
margen de intervención a
escala europea en los ám-
bitos educativo general y de
la FP. (...)Además de consi-
derar la nueva situación
como un debilitamiento de
su posición, la conciencia
de los Estados miembros
comenzó a despertar ante
la perspectiva de un instru-
mento legalmente vincu-
lante a escala europea so-
bre acceso a la formación
profesional.”

“En este debate no se cues-
tionaba la necesidad de una
actuación europea en torno
a la FP, sino más bien el
tipo de actuación que debía
impulsarse. Los Estados
miembros consideraban
que la función de Europa
dentro de la FP debía tener
un carácter complementa-
rio. Con todo, el objetivo de
la Comunidad Europea era
intervenir para defender
los intereses del mercado
único, y ello podría impli-
car un determinado nivel
regulatorio para la FP.”
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carácter complementario. Con todo, el ob-
jetivo de la Comunidad Europea era in-
tervenir para defender los intereses del
mercado único, y ello podría implicar un
determinado nivel regulatorio para la FP.

Por una parte, existían sin duda motivos
para ampliar la función de la dimensión
europea en la política de FP. De confor-
midad con el Acta Única Europea de 1986
y los esfuerzos por la consecución del
mercado único a finales de 1992, el ritmo
de la integración europea se había acele-
rado. La consecución del mercado único
constituía un objetivo compartido por to-
dos, y los Estados miembros aceptaron
que la FP era un elemento importante en
éste. Los cambios económicos y sociales
que habían promovido una cooperación
más estrecha en el ámbito de la FP
actuaban como motor para la creación del
mercado único, y a su vez resultaban im-
pulsados por él. La evolución tecnológi-
ca requería en términos generales mayo-
res niveles de competencias, y una obli-
gación a escala de la Unión Europea para
los permisos formativos garantizaría un
mayor acceso a la FP para las personas
con escasas oportunidades de recibir for-
mación.

Por otro lado, en particular desde la pers-
pectiva de los Estados miembros, los pun-
tos esenciales eran el principio clave de
la subsidiariedad - esto es, que la dimen-
sión europea solamente debe intervenir
allá donde los objetivos no puedan
lograrse apropiadamente a escala nacio-
nal o local - y el debate sobre si era de-
seable una intervención europea en este
ámbito (aun cuando se tratase de una sim-
ple posibilidad), independientemente del
apoyo que cosechase la propuesta corres-
pondiente.

En el curso de este proceso de debate
hubieron de calibrarse toda una serie de
factores. Uno de ellos fueron los efectos
de los mecanismos nacionales ya existen-
tes. La obligación del permiso de forma-
ción ya regía en numerosos Estados miem-
bros, pero los sistemas eran diferentes
entre sí y no universales. El problema,
con todo, no era de simple armonización
administrativa. La organización y los sis-
temas de FP dentro de los Estados miem-
bros reflejaban las diferentes opciones
efectuadas a lo largo de la historia,
enmarcadas en las diferentes característi-

cas sociales, económicas y culturales de
los Estados. Dichas opciones reflejaban
de hecho el equilibrio obtenido - frágil
en ocasiones - en cada país entre toda
una serie de intereses a escala nacional,
regional o local, de agentes sociales,
ofertores formativos, organismos de cer-
tificación, asociaciones sectoriales o co-
merciales, instancias profesionales e in-
dividuos, a través de los cuales se arbi-
traba el gasto de grandes importes de fon-
dos públicos y privados para la forma-
ción profesional. No podían dejarse de
considerar los efectos de todos estos in-
tereses para los Estados miembros - algu-
nos a favor y otros en contra de la inter-
vención europea -, por ejemplo en térmi-
nos de costes adicionales para las empre-
sas, su aplicación, elección entre un sis-
tema centralizado o descentralizado. Por
ejemplo, los interlocutores sociales seña-
laban que, allí donde el derecho al per-
miso formativo fuera materia negociable
por convenio colectivo, debería continuar
siéndolo.

Otro elemento debatido fue la cuestión
de los precedentes. Aun cuando un Esta-
do miembro apoyase en aquellos momen-
tos una intervención europea legalmente
vinculante sobre el acceso a la FP, no exis-
tía ninguna garantía de que las propues-
tas futuras en el ámbito de la FP pudie-
ran ser aceptables para los gobiernos.
Dado que una propuesta de este tipo
podría adoptarse por mayoría simple den-
tro del Consejo, un Estado Miembro po-
dría encontrarse obligado a aplicar a es-
cala nacional una política que no fuera la
suya. Este precedente así creado podría
tener además profundas consecuencias
considerando las sentencias del TEJ, que
en buena medida integraba claramente a
la enseñanza superior en la esfera de la
política de FP.

En este caso, la política ganó por la mano
a la economía. Los Estados miembros de-
cidieron que, aunque la FP fuera impor-
tante para el mercado único, era más im-
portante políticamente para ellos mante-
ner la completa responsabilidad sobre la
misma. La situación había cambiado des-
de la promulgación del artículo 128 y la
decisión de 1963. El objetivo de una es-
trecha cooperación conducente a la
armonización de las normas en FP, que
había parecido idóneo para la comuni-
dad de los seis Estados miembros funda-

“Otro elemento debatido fue
la cuestión de los preceden-
tes. Aun cuando un Estado
miembro apoyase en aque-
llos momentos una interven-
ción europea legalmente
vinculante sobre el acceso a
la FP, no existía ninguna
garantía de que las pro-
puestas futuras en el ámbi-
to de la FP pudieran ser
aceptables para los gobier-
nos.”

“Los Estados miembros de-
cidieron que, aunque la FP
fuera importante para el
mercado único, era más im-
portante políticamente
para ellos mantener la com-
pleta responsabilidad so-
bre la misma. (...) Decidie-
ron sustituir la política co-
mún de formación profe-
sional por una política co-
munitaria de formación
profesional que apoyase y
complementase las activi-
dades de los Estados miem-
bros de conformidad al Ar-
tículo 127 del Tratado de la
Unión Europea, firmado en
Maastricht en 1992.(...) Se
formuló explícitamente que
los Estados miembros eran
responsables del contenido
y organización de su FP,
excluyéndose específica-
mente una armonización de
sus leyes y reglamentacio-
nes relativas a la FP”
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dores en 1957, ya no era adecuado para
una Comunidad compuesta por doce
miembros y que negociaba la adhesión
de otros países. Las diferencias entre los
sistemas y mecanismos de FP en los di-
versos Estados miembros y su identifica-
ción con ellos, aparejadas con la impor-
tancia que la educación tiene para su cul-
tura particular y la estructura de sus so-
ciedades, llevaron a los Estados miembros
a concluir que era necesario replantearse
la idea de una política común de FP y sus
implicaciones.

La Conferencia Intergubernamental con-
vocada en 1991 planificó las fases hacia
la unión económica y monetaria y ofre-
ció a los Estados miembros la oportuni-
dad de revisar el capítulo social del Tra-
tado de Roma, incluyendo su Artículo 128.
Los Estados asieron dicha oportunidad y
decidieron sustituir la política común de
formación profesional por una política co-
munitaria de formación profesional que
apoyase y complementase las actividades
de los Estados miembros de conformidad
al Artículo 127 del Tratado de la Unión
Europea, firmado en Maastricht en 199227.
Las intervenciones conforme al Artículo
127 tenían que decidirse por mayoría cua-
lificada dentro del Consejo, tras consul-
tar al Parlamento Europeo, y no ya por
mayoría simple. Se formuló explícitamen-
te que los Estados miembros eran respon-
sables del contenido y organización de
su FP, excluyéndose específicamente una
armonización de sus leyes y reglamenta-
ciones relativas a la FP. Se separó la edu-
cación general de la política de FP, dán-
dose a aquélla una base jurídica separa-
da con el Artículo 126, a través del cual
debía arbitrarse la futura cooperación en
este campo. También quedó excluida una
armonización en el campo de la educa-
ción general.

En junio de 199328, firmado ya el Tratado
de Maastricht pero antes de su entrada en
vigor, se acordó una recomendación no
vinculante sobre el acceso a la formación
continua. Esta fue la última intervención
legal acogida a la política común de FP.

No aspiraba a reglamentar los sistemas
de FP ni hacía, dato interesante, referen-
cia alguna al permiso formativo. A cam-
bio, centraba sus propuestas en torno a
las empresas, estimulando a éstas y a los
responsables administrativos del desarro-

llo local y regional a considerar a la for-
mación profesional continua como una
herramienta de planificación estratégica,
y el gasto en la misma como una inver-
sión.

Esta recomendación anticipaba en muchos
sentidos la nueva política de intervencio-
nes de apoyo y complementarias a la po-
lítica de los Estados miembros. Al renun-
ciar a reglamentaciones vinculantes y re-
flejar una orientación al mercado y des-
centralizada para desarrollar la formación
profesional continua como complemento
práctico a sus programas de acción, la
recomendación marcaba la línea de las
futuras actuaciones.

Un tratado nuevo y una
política tradicional

Con las modificaciones aportadas por el
Tratado de Maastricht, los Estados miem-
bros no cambiaron la naturaleza de la
política de FP prevista por el Tratado de
Roma, ni tampoco era su intención ha-
cerlo. Continuaron manteniendo la filo-
sofía que había caracterizado la política
común de FP, ya que los cinco objetivos
de la política comunitaria de FP confor-
me al Art ículo 127 del Tratado de
Maastricht reflejaban los principales pro-
yectos políticos previstos por la anterior
política común. Los cambios se habían
arbitrado a fin de excluir la posibilidad
de intervenir a escala europea en los sis-
temas de FP de los Estados miembros,
pero conservando a la vez las diversas
formas de cooperación práctica.

Además de este nuevo artículo sobre la
FP, el Tratado de Maastricht incluía en su
anexo un acuerdo sobre la política so-
cial29 (el denominado protocolo social) fir-
mado por todos los Estados miembros con
la excepción del Reino Unido30. Este pro-
tocolo sobre política social ofrecía la po-
sibilidad de crear acuerdos contractuales
entre los agentes sociales a escala de la
UE, que pudieran a continuación ser
adoptados por el Consejo una vez eleva-
da la propuesta correspondiente por par-
te de la Comisión Europea. El protocolo
adoptaba muchas precauciones en lo re-
ferente a la FP. Todo posible acuerdo con-
tractual entre los agentes sociales en el
ámbito de la FP se limitaba a la integra-

“Con las modificaciones
aportadas por el Tratado
de Maastricht, los Estados
miembros no cambiaron la
naturaleza de la política de
FP prevista por el Tratado
de Roma, ni tampoco era su
intención hacerlo. Conti-
nuaron manteniendo la filo-
sofía que había caracteri-
zado la política común de
FP.”

“Los cambios se habían ar-
bitrado a fin de excluir la
posibilidad de intervenir a
escala europea en los sis-
temas de FP de los Estados
miembros, pero conservan-
do a la vez las diversas for-
mas de cooperación prácti-
ca.”
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ción de las personas excluidas del mer-
cado de trabajo, y dichos acuerdos even-
tuales se entendían sin perjuicio del artí-
culo sobre la FP incluido en el Tratado.
Ello reflejaba que, aunque los once Esta-
dos miembros que habían firmado el pro-
tocolo social fueran partidarios de confe-
rir un mayor protagonismo a la Comuni-
dad en cuanto a política social, continua-
ban deseando evitar toda propuesta le-
galmente vinculante que pudiera reducir
su propia responsabilidad en cuanto a
contenidos y a organización de la FP, y
también toda propuesta de armonización.

La formación profesional y
el Diálogo Social europeo

A través de la función que desempeñan
en el Comité Consultivo de la Formación
Profesional creado en 1963, los interlocu-
tores sociales han contribuido primera-
mente a la implantación de la política
común y después de la política comuni-
taria de FP. A partir de la promulgación
del Acta Única Europea (AUE) en 1986,
su influencia sobre los acontecimientos
ha sido cada vez mayor, ya que el Acta
estipula fomentar el Diálogo Social a es-
cala europea a través de los dictámenes
conjuntos (“Posiciones Comunes”) de los
agentes sociales sobre determinados te-
mas, incluyendo entre ellos la formación
profesional31.

Estas posiciones comunes reflejan, desde
la perspectiva de los agentes sociales, las
tendencias de los cambios económicos y
sociales que han configurado el desarro-
llo de la política formativa. Proponen el
empleo de la FP como instrumento de
política activa de empleo para promover
la adaptación a los cambios, la integra-
ción de los jóvenes en el mercado de tra-
bajo, la inclusión social y la igualdad de
oportunidades.

La posición común de los interlocutores
sociales sobre la formación y la motiva-
ción, la información y las consultas, pu-
blicada en marzo de 1987, puso de relie-
ve la importancia que tiene acompañar la
implantación de las nuevas tecnologías
con medidas de formación profesional.
Reflejando esta posición común, se inclu-
yó a los agentes sociales en la comisión
supervisora de la aplicación práctica del

programa Comett II, creado en 1988 y que
tuvo una función predecesora de los pro-
gramas subsiguientes - Force, Petra II y
Eurotecnet.

Los agentes sociales contribuyeron asimis-
mo al desarrollo de la política comunita-
ria de FP acordada en el Tratado de
Maastricht. Su posición conjunta sobre la
futura función e intervenciones de la Co-
munidad en los ámbitos educativo y
formativo, de julio de 1993 (seguida por
otra en abril de 1995), llamaba la aten-
ción sobre los principales objetivos y de-
safíos en cuanto a los requisitos de com-
petencias. Los temas más importantes para
los agentes sociales - la adaptación a los
cambios, la mejora de la formación para
ayudar a la inserción en el mercado de
trabajo y la integración de los mundos de
la educación, la formación y el trabajo -
se hallaban todos ellos ya recogidos en
los objetivos políticos establecidos por el
Tratado.

El acuerdo sobre política social (el proto-
colo social) anexo al Tratado de Maastricht
de 1992 e incorporado al Tratado que se
negoció en Amsterdam en 1997 se funda-
mentaba además casi en su totalidad en
un texto convenido conjuntamente por los
agentes sociales en octubre de 1991. El
acuerdo suponía un importante paso ade-
lante, al establecer la posibilidad de que
los convenios contractuales se aplicasen
a través de una intervención legalmente
vinculante del Consejo, partiendo de una
propuesta de la Comisión Europea.

Además de configurar el marco general,
los agentes sociales han contribuido a los
avances logrados en ámbitos específicos.
Su posición común sobre las vías para
facilitar el acceso más amplio y eficaz
posible a las oportunidades de FP, de
1991, fue la base para la recomendación
sobre el acceso a la formación, adoptada
en 1993 tras fuerte controversia. Su dicta-
men conjunto sobre las cualificaciones
profesionales y su certificación, de octu-
bre de 1992, puso de relieve la importan-
cia de la transparencia en cuanto a
cualificaciones, a fin de que los empresa-
rios de los diferentes Estados miembros
comprendan el contenido de las mismas.
Esta posición quedó reflejada en la reso-
lución del Consejo sobre la transparencia
de cualificaciones profesionales, decidi-
da en diciembre de 1992.

“(...) los interlocutores so-
ciales han contribuido pri-
meramente a la implan-
tación de la política común
y después de la política co-
munitaria de FP. A partir
de la promulgación del Acta
Única Europea (AUE) en
1986, su influencia sobre
los acontecimientos ha sido
cada vez mayor, ya que el
Acta estipula fomentar el
Diálogo Social a escala eu-
ropea a través de los dictá-
menes conjuntos (“Posicio-
nes Comunes”) de los agen-
tes sociales sobre determi-
nados temas, incluyendo
entre ellos la formación
profesional.”
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La formación profesional
y la libre circulación de
los trabajadores

Se han tomado diversas medidas para pro-
mover la libre circulación de trabajado-
res mediante la formación profesional. Las
actividades se han centrado en progra-
mas de movilidad y en diferentes iniciati-
vas para admitir que pueda obtenerse un
empleo en un Estado miembro con las
cualificaciones obtenidas en otro, en par-
ticular a través del reconocimiento mu-
tuo, la armonización de los niveles
formativos, la comparabilidad de cualifica-
ciones y la transparencia.

En mayo de 196432 se adoptó el primer
programa oficial de intercambio de tra-
bajadores jóvenes. Si bien no formaba
parte de la política común de formación
profesional estrictamente, un objetivo de
este programa era utilizar la oportunidad
de ejercer un trabajo durante un tiempo
en otro Estado miembro como posibili-
dad para perfeccionar la formación de los
jóvenes. El programa sucesivo se creó en
julio de 197933, y el tercero en 198434. A
partir de 1991, las colocaciones laborales
para jóvenes en formación profesional
quedaron incluidas en el programa Petra
II y a continuación en los programas
Leonardo da Vinci35.

Las directivas sobre el reconocimiento
mutuo de cualificaciones reconocen el
derecho de los ciudadanos a trabajar en
su profesión en otro Estado miembro sin
discriminación36. Muchas de las antiguas
directivas consistían en disposiciones tran-
sitorias previas al reconocimiento mutuo
de las correspondientes leyes. Pero su
negociación demostró ser ardua (por
ejemplo la directiva sobre productos tóxi-
cos precisó seis años hasta entrar en vi-
gor), aun cuando el Acta Única Europea
de 1986 hacía posible llegar a un acuer-
do por mayoría cualificada. Con todo, en
198837 y 199238 se consiguieron adoptar
directivas para el reconocimiento gene-
ralizado de cualificaciones universitarias
y otras cualificaciones profesionales re-
glamentadas.

A diferencia de los programas de movili-
dad y del reconocimiento mutuo de
cualificaciones, la armonización de los
niveles formativos constituía un elemen-

to específico de la política común de FP,
incluido en el octavo principio de la de-
cisión de 1963. En virtud de ello, la
armonización se centró en la formación
profesional para trabajadores hasta el ni-
vel de cuadros medios. En 1970, el Con-
sejo adoptó la recomendación sobre el
perfil profesional europeo para la forma-
ción de trabajadores cualificados de má-
quinas-herramientas, que constituiría un
punto de referencia para los programas y
cualificaciones de FP en diversas profe-
siones distintas de esta categoría. Incluía
una larga relación de los aspectos consi-
derados como requisitos mínimos para
cualificarse en las profesiones enumera-
das, y creaba incluso un mecanismo ge-
neral para certificar el cumplimiento de
dichos requisitos. Enumeraba asimismo
las cualificaciones de cada Estado miem-
bro que se reconocían como correspon-
dientes al perfil europeo. En su calidad
de recomendación, este perfil no era le-
galmente vinculante, pero existía un fuerte
compromiso político para aplicarlo en la
práctica. A pesar de ello, todo el sistema
quedó cuestionado en 1971 al plantear el
Consejo la forma en que estos perfiles
debían actualizarse para integrar los cam-
bios. El sistema se sustituyó en 1974 por
una política de aproximación de las nor-
mas formativas - una reorientación sutil
pero significativa, desde la armonización
prevista por la decisión de 1963 hacia la
creación de un sistema más flexible.

El trabajo sobre la aproximación de nor-
mas formativas condujo a la decisión de
julio de 198539 sobre comparabilidad de
las cualificaciones de FP. Esta establecía
una estructura en cinco niveles como pun-
to de referencia que permitiera identifi-
car los correspondientes niveles de las
cualificaciones y certificados profesiona-
les de los diferentes países. El empleo de
la estructura propuesta no era obligato-
rio, y las comparaciones no eran legal-
mente vinculantes. Pero, si bien esta es-
tructura permitía comprender mejor los
diversos sistemas de cualificación, resul-
taba compleja y era incapaz de reflejar
los requisitos prácticos del mercado de
trabajo surgidos como consecuencia de
los cambios. Era necesaria una informa-
ción más accesible para que empresarios
y agentes sociales fueran capaces de de-
terminar la adecuación de una persona
formada en un Estado miembro para un
empleo concreto en otro. En consecuen-

“Se han tomado diversas
medidas para promover la
libre circulación de traba-
jadores mediante la forma-
ción profesional. Las acti-
vidades se han centrado en
programas de movilidad y
en diferentes iniciativas
para admitir que pueda
obtenerse un empleo en un
Estado miembro con las
cualificaciones obtenidas
en otro, en particular a tra-
vés del reconocimiento mu-
tuo, la armonización de los
niveles formativos, la com-
parabilidad de cualifica-
ciones y la transparencia.”
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cia, la polémica se desplazó hacia per-
feccionar la “ transparencia” de las
cualificaciones profesionales.

El término de “transparencia” refleja la
necesidad de conferir a las cualificaciones
mayor visibilidad y legibilidad. En diciem-
bre de 199240, el Consejo abandonó la idea
de obtener sistemas regulados centralmen-
te, en favor de la necesidad individual de
ofrecer informaciones fiables sobre la for-
mación, cualificaciones, competencias y
experiencia profesional. El Consejo sugi-
rió asimismo que sería útil presentar esta
información a través de un formato común.

Observaciones finales

Es legítimo afirmar que la política euro-
pea respecto a la FP ha estado orientada
a la intervención práctica. La Comunidad
ha actuado como claro punto de referen-
cia para el desarrollo de la política de FP
en los diversos Estados miembros, y ha
apoyado la cooperación entre éstos a tra-
vés de intervenciones prácticas, tales
como proyectos piloto e intercambios de
información y de ciudadanos.

A lo largo de los años, las disposiciones
políticas que suponían los diez principios
de la decisión de 1963 se han adaptado y
redefinido a través de diversas declara-
ciones europeas, que si bien no eran le-
galmente vinculantes disfrutaban de un
fuerte respaldo, como las resoluciones del
Consejo y las comunicaciones de la Co-
misión Europea. También los agentes so-
ciales han contribuido cada vez más al
desarrollo de las disposiciones políticas,
en particular a través de sus posiciones
comunes. Impulsada por las fuerzas de
los cambios económicos y sociales, esta
estructura política ha favorecido el desa-
rrollo de la FP como poderosa herramien-
ta para el empleo y la política de influen-
cia activa sobre el mercado de trabajo. Se
han definido para la FP las importantes
funciones de mejorar perspectivas de em-
pleo a través de la adaptación al cambio,
apoyar la integración de los jóvenes y de

otros grupos en el mercado de trabajo y
promover la igualdad de oportunidades.

Las modificaciones en el tratado comuni-
tario y el abandono de una política co-
mún de FP en favor de una política co-
munitaria que apoye y complemente las
actividades de los Estados miembros han
constituido una evolución importante. La
necesidad de disponer de una base legal
para fundamentar la intervención comu-
nitaria, y las sentencias dictadas por el
Tribunal de Justicia, que ampliaba, en
opinión de los Estados miembros, las com-
petencias comunitarias en este ámbito,
influyeron y transformaron la naturaleza
de la cooperación entre los Estados miem-
bros y la Comunidad Europea. Los Esta-
dos miembros, preocupados por la pers-
pectiva de una posible reglamentación de
sus sistemas de FP que fuera realmente
vinculante a escala comunitaria, aprove-
charon la oportunidad para reformar el
Tratado. Pero los cambios introducidos
mantienen la naturaleza de la política im-
pulsada hasta 1992, así como el delicado
equilibrio entre los intereses nacionales
y los de la Comunidad, excluyendo ex-
plícitamente la armonización de los siste-
mas de FP y reafirmando que la respon-
sabilidad en cuanto a contenidos y orga-
nización de éstos corresponde a los Esta-
dos miembros. Así pues, el Tratado de
Maastricht ha proseguido de hecho con
la política original, como atestiguan los
cinco objetivos referentes a la formación
profesional que contiene y que continúan
definiendo a la FP como una importante
herramienta para el empleo y para las po-
líticas de intervención activa en el mer-
cado de trabajo.

Por otro lado, los logros en cuanto a re-
conocimiento mutuo, armonización,
comparabilidad y transparencia corren
paralelos a los avances en las disposicio-
nes sobre políticas de formación profe-
sional. Los cambios introducidos suponen
pasar de una forma centralizada y legis-
lativa de enfocar el fomento de la movili-
dad hacia otra más orientada al usuario,
y que además toma en cuenta la diversi-
dad nacional.

“Es legítimo afirmar que la
política europea respecto a
la FP ha estado orientada
a la intervención práctica.
La Comunidad ha actuado
como claro punto de refe-
rencia para el desarrollo
de la política de FP en los
diversos Estados miem-
bros, y ha apoyado la co-
operación entre éstos a tra-
vés de intervenciones prác-
ticas, tales como proyectos
piloto e intercambios de in-
formación y de ciudada-
nos.”
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Decisión del Consejo de 2 de abril de 1963, por la que se establecen los
principios de aplicación de una política común de formación profesional

Primer principio

Se entiende por política común de formación profesional una acción común cohe-
rente y progresiva que implica que cada Estado miembro elabore programas y
garantice realizaciones de acuerdo con los principios generales contenidos en esta
Decisión y con las medidas de aplicación que se deriven de ellos.

Los principios generales deberán permitir que todas las personas puedan recibir
una formación adecuada dentro del respeto de la libre elección de la profesión,
del establecimiento y del lugar de formación, así como del lugar de trabajo.

Estos principios generales se refieren a la formación de los jóvenes y adultos que
pudieran ejercer una actividad o que la ejerzan ya, hasta el nivel de cuadros
medios.

Será responsabilidad de los Estados miembros y de las instituciones competentes
de la Comunidad la aplicación de dichos principios generales dentro del marco
del Tratado.

Segundo principio

La política común de formación profesional deberá tener los siguientes objetivos
fundamentales:

• Crear las condiciones que garanticen a toda persona el derecho a recibir una
formación profesional adecuada;

• Organizar en tiempo útil los medios de formación convenientes para garantizar
la fuerza laboral que requieren los diferentes sectores de la actividad económi-
ca;

• Ampliar la formación profesional en base a una educación general para fomen-
tar el desarrollo armónico de la persona así como para satisfacer las exigencias
que se deriven del progreso técnico de los nuevos métodos de producción y de
la evolución social y económica;

• Capacitar a todas las personas para que adquieran el conocimiento técnico y la
calificación necesaria para el ejercicio de una actividad profesional determinada
y para alcanzar el más alto nivel posible de formación profesional, al tiempo
que se estimule, en lo que se refiere especialmente a jóvenes, la evolución
intelectual y moral, la educación cívica y el desarrollo físico;

• Evitar cualquier interrupción perjudicial ya sea entre la terminación de la educa-
ción general y el comienzo de la formación profesional, o durante esta última;

• Favorecer durante las diferentes etapas de la vida profesional una formación y
un perfeccionamiento profesional debidamente adaptados, y en su caso una
conversión y una readaptación;

• Ofrecer a toda persona, de acuerdo con sus aspiraciones, sus aptitudes, sus
conocimientos y su experiencia laboral, y mediante los medios permanentes
adecuados para permitir una mejora en el plano profesional, el acceso a un
nivel profesional superior o la preparación para una nueva actividad de nivel
más elevado;

• Establecer las relaciones más estrechas posibles entre las diferentes formas de
formación profesional y los sectores económicos, con el fin de que, por una
parte, la formación profesional responda lo mejor posible a las necesidades de
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la actividad económica así como a los intereses de las personas en curso de
formación y de que, por otra parte, los medios económicos y profesionales
aporten en todas partes a los problemas que plantean la formación profesional
todo el interés que merecen.

Tercer principio

En el momento de la aplicación de la política común de formación profesional
deberá concederse especial importancia:

• a las previsiones y cálculos, tanto a nivel nacional como a nivel comunitario, de
las necesidades cuantitativas y cualitativas de trabajadores en las diferentes acti-
vidades productivas;

• a un sistema permanente de información y de orientación o de asesoramiento
profesional para jóvenes y adultos, basado en el conocimiento de la capacidad
individual, de los medios de formación y de las posibilidades de empleo, que se
beneficie de la estrecha colaboración de los sectores productivos y distributivos,
de los servicios interesados por la formación profesional y de las escuelas de
enseñanza general;

• a la existencia de condiciones que permitan a toda persona el recurso en el
momento oportuno al sistema previsto anteriormente antes de elegir profesión,
tanto durante su formación profesional como a lo largo de toda su vida activa.

Cuarto principio

De acuerdo con estos principios generales y para lograr la realización de los obje-
tivos establecidos en ellos, la Comisión podrá proponer al Consejo o a los Estados
miembros, dentro del marco del Tratado, las medidas apropiadas que puedan
resultar necesarias.

Por una parte, en estrecha colaboración con los Estados miembros, la Comisión
llevará a cabo estudios e investigaciones en el campo de la formación profesional
para garantizar la consecución de una política común, especialmente con el fin de
promover las facilidades de empleo y la movilidad geográfica y profesional de los
trabajadores dentro de la Comunidad.

Por otra parte, redactará un inventario de los medios de formación en los Estados
miembros y los comparará con las necesidades en orden a determinar las acciones
que deben recomendarse a los Estados miembros, indicando, en su caso, un orden
de prioridades; cuando fuera necesario favorecerá la conclusión de acuerdos bila-
terales o multilaterales.

La Comisión seguirá el desarrollo de tales acciones, comparará sus resultados y los
notificará a los Estados miembros.

Para llevar a cabo las tareas que les están asignadas en el campo de la formación
profesional, la Comisión estará asistida por un comité consultivo tripartito, cuya
composición y estatutos serán establecidos por el Consejo, previo dictamen de la
Comisión.

Quinto principio

Para favorecer un conocimiento más amplio de todos los datos y publicaciones
relativas a la situación y a la evolución de la formación profesional, dentro de la
Comunidad, y con el fin de promover la puesta al día de los métodos didácticos
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utilizados, la Comisión adoptará las iniciativas oportunas para reunir, distribuir e
intercambiar entre los Estados miembros cualquier información útil, así como la
documentación y el material didáctico. Garantizará, en particular, la distribución
sistemática de la documentación relativa a las innovaciones realizadas o que se
vayan a introducir. Por su parte, los Estados miembros proporcionarán a la Comi-
sión toda la ayuda y apoyo necesario para la realización de estas diferentes fun-
ciones y, en particular, facilitarán cualquier información útil relativa a la situación
y evolución de los sistemas nacionales de formación profesional.

Sexto principio

En cooperación con los Estados miembros, la Comisión promoverá tantos inter-
cambios directos en el campo de la formación profesional como sean posibles
para permitir a los servicios responsables de la formación profesional y a los
especialistas en dicho campo conocer y estudiar las realizaciones e innovaciones
de los demás países de la Comunidad en materia de formación profesional.

Tales intercambios se llevarán a cabo particularmente a través de seminarios de
estudios y programas de visitas y estancias a instituciones de formación profesional.

Séptimo principio

La formación profesional adecuada de profesores e instructores, cuyo número se
incrementará y cuyas cualificaciones técnicas y educativas deberán ser fomenta-
das, será uno de los factores básicos de cualquier política eficaz de formación
profesional.

Los Estados miembros, con la asistencia de la Comisión cuando fuese necesaria,
estimularán cualquier medida que contribuya al perfeccionamiento y desarrollo
de dicha formación profesional, en particular las medidas que garanticen una con-
tinua adaptación a los progresos realizados en los campos de la economía y de la
técnica.

Deberá fomentarse la formación profesional de instructores reclutados entre tra-
bajadores especialmente cualificados. Deberá procurarse una aproximación de la
formación de los instructores; podrán contribuir a ello todos los intercambios de
experiencias y otros medios apropiados de la misma naturaleza, y especialmente
los mencionados en el principio Sexto.

Deberán adoptarse medidas especiales en los países de la Comunidad para pro-
mover la formación y el perfeccionamiento del personal docente y de los instruc-
tores que ejercen sus actividades en las regiones menos favorecidas de la Comuni-
dad y en Estados y territorios en vías de desarrollo, en particular aquellos asocia-
dos a la Comunidad.

Octavo principio

La política común de formación profesional deberá orientarse de tal forma que
permita la aproximación progresiva de los niveles de formación.

En colaboración con los Estados miembros, la Comisión redactará, según las nece-
sidades, y con relación a las distintas profesiones que exijan una formación espe-
cífica, una descripción armónica de las cualificaciones básicas requeridas para el
acceso a los diferentes niveles de formación.

Sobre esta base deberá procurarse una aproximación de las condiciones objetivas
necesarias para superar las pruebas finales, con el fin de conseguir un reconoci-
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miento mutuo de los certificados y otros títulos que confirmen la conclusión de la
formación profesional. Los Estados miembros y la Comisión promoverán la cele-
bración de concursos y pruebas europeos.

Noveno principio

Con el fin de contribuir a garantizar el equilibrio global entre la oferta y la deman-
da de trabajo dentro de la Comunidad, y teniendo en cuenta las previsiones esta-
blecidas a este efecto, los Estados miembros y la Comisión podrán adoptar en
colaboración las iniciativas adecuadas, en particular respecto a la elaboración de
programas de formación apropiados. Dichas iniciativas y programas deberán ten-
der a la rápida formación profesional de adultos y a la reconversión y readapta-
ción profesionales, teniendo en cuenta las situaciones creadas por la expansión o
recesión económica, los cambios tecnológicos y estructurales y las especiales ne-
cesidades de ciertas ocupaciones, categorías profesionales o regiones específicas.

Décimo principio

En la aplicación de los principios generales de la política común de formación
profesional deberá prestarse particular atención a los problemas especiales relati-
vos a sectores específicos de actividad o categorías específicas de personas; po-
drán iniciarse acciones especiales a este respecto.

Las acciones iniciadas para la realización de los objetivos de la política común de
formación profesional podrán ser financiadas conjuntamente.
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